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I. LA OBLIGACION DE RESOLVER Y NOTIFICAR EN PLAZO Y
EL EMPLEO DE REGISTROS ELECTRONICOS POR LOS
ADMINISTRADOS

El articulo 42 de la Ley 30/92, modificado por la Ley 4/1999 de 13 de
enero, establece la obligacién de la Administracién de dictar resolucién expresa
en todos los procedimientos y a notificarla cualquiera que sea su forma de ini-
ciacién. La modificacién de la citada Ley ampli6 la obligacién de resolver de la
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Administracién, al extenderla a todo tipo de procedimientos, independiente-
mente de cual sea su forma de iniciacién.

Pero la Ley vincula muy estrechamente esta obligacién con el deber de
comunicacién y notificacién a los interesados tanto de la resolucién final que
se adopte, como de los aspectos previos a la resolucién relacionados con esta
obligacién, es decir, momento en que se entiende iniciado el procedimiento
administrativo, plazo para resolver y sentido del silencio administrativo en caso
de que no se resuelva (y notifique) en el plazo previsto'.

En este sentido la Ley 4/99 unificd los plazos de resolucién y notificacidn,
de forma que la obligacién de resolver no se entiende completa sin que se haya
practicado la oportuna notificacién?, pues s6lo el conocimiento de la resolucién
por parte del interesado (o en su defecto la certeza de que ha transcurrido el
plazo de la Administracién para resolver y notificar) garantiza que éste pueda
desplegar todos los medios que el ordenamiento juridico pone a su disposicién
frente a las resoluciones de la Administracién expresas o ficticias que afecten a
sus derechos e intereses’. La unidad de plazo para resolver y notificar implica
que la obligacién de resolver no se entiende cumplida hasta que no se exteriori-
za, es decir hasta que no se notifica’. El establecimiento de un plazo dnico para

La STC 14/2006 de 16 de enero pone de manifiesto como la obligacién de resolver que establece el arti-
culo 42 de la Ley 30/92 se ha relacionado por mandato de la propia ley con el deber de informacién a los
interesados del plazo méximo normativamente establecido para la resolucién y notificacién de los proce-
dimientos, asi como de los efectos que pueda producir el silencio administrativo, incluyendo dicha men-
cién en la notificacién o publicacién del acuerdo de iniciacién de oficio, o en comunicacién que se les
dirigird al efecto dentro de los diez dfas siguientes a la recepcién de la solicitud en el registro del érgano
competente para su tramitacion.

o

En este sentido, la sentencia de 13 de febrero de 2008 pone de manifiesto que: «Efectivamente antes de su
reforma por Ley 4/99, de 13 de julio, el citado articulo 42 no imponia la obligacién de notificar la resolucién
que terminara el procedimiento dentro del «plazo mdximo para resolver», por lo que, la tinica obligacién que la
Ley imponia respecto de la notificacion era la prevista en el articulo 58.2, esto es, la de «ser cursada en el plazo
de diez dias a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado». Sélo tras la citada reforma, el nuevo articulo
42.1 impone la obligacion de «dictar resolucion expresa... y... notificarla cualquiera que sea su forma de ini-
ciacion», concretando el apartado 2 del mismo articulo que «el plazo mdximo en el que debe notificarse la reso-
lucién expresa serd el fijado por la norma reguladora del correspondiente procedimienton.

En este sentido puede citarse la STS de Justicia de Madrid, 233/2005 de 18 de febrero que sefiala que la
exigencia de notificacion «... no puede entenderse cubierta con meras presunciones de conocimiento material

o

del acto, sino que exige una verdadera comunicacion al interesado del contenido integro de la decisién corres-
pondiente y de los eventuales recursos que, frente a la misma, puede interponer (articulo 58 de Ley 30/92de 26
de noviembre). En segundo lugar, porque sélo mediante la correcta y completa notificacion del acto puede el
interesado reaccionar frente a tal decisién (deduciendo el recurso potestativo de reposicion o, directamente el
Jurisdiccional ante esta sala), criticando las bases en que se asienta o los razonamientos que le sirven de funda-
mentacion juridica. Por eso la normativa vigente no sélo exige que se produzca el acro final en el plazo de seis
meses, sino que, dentro de dicho plazo, sea notificado al administrado, so pena de incurrir el procedimiento en
caducidady.

La STS de 25 de marzo de 2002 sefala: «Una primera solucion se basa en que el deber de resolver lleva con-

S

sigo la necesidad de dictar no sélo una decision expresa sino también ejecutiva; y por ello, siendo necesaria la
notificacion para que este efecto se produzca, el deber de resolver no queda plenamente satisfecho hasta que no se
practica de la notificacion. De ahi que, aun dictada la resoluc ion en tiempo, se considere incumplido el plazo
legal de resolucidn de no haberse practicad también la notificacién en dicho plazo».
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resolver y notificar parece responder a la idea de simplificar el cémputo del
mismo y evitar que la Administracién pudiera adelantar la fecha de una resolu-
cién expresa extempordnea’. En este sentido la Ley sefiala que a los solos efectos
de entender cumplida la obligacién de notificar dentro del plazo mdximo de
duracién de los procedimientos, serd suficiente que la notificacién contenga el
texto integro de la resolucién (notificacién defectuosa), e igualmente considera
vélido a estos efectos el intento de notificacién debidamente acreditado.

La obligacién de resolver se configura como un derecho de los interesados
en el procedimiento®. Por esta razén dicha obligacién va asociada y estd intima-
mente ligada con todo el sistema de comunicaciones y notificaciones de la
Administracién hacia los interesados y que les permiten conocer:

— El plazo que tiene la Administracién para resolver, momento en que
se inicia éste y efectos en caso de que la Administracién no resuelva.

— El contenido de la resolucién en caso de que la Administracién cum-
pla con su obligacién de resolver, dicte el acto administrativo y lo
notifique.

— Que la Administracién ha incumplido la obligacién de resolver cuan-
do ésta no se ha notificado en plazo con los efectos asociados del silen-
cio administrativo o a la caducidad de los procedimientos.

Dada la intima conexidn existente entre la obligacién de resolver y el régi-
men de comunicaciones y notificaciones nos interesa analizar como inciden las
caracteristicas de las notificaciones y comunicaciones electrénicas en este régi-
men, y qué peculiaridades presentan cuando se llevan cabo a través de medios
electrénicos, cuestién que ha regulado con el cardcter de legislacién especifica
y bdsica en su mayor parte la Ley 11/2007 de 22 de junio’ de acceso electréni-
co de los ciudadanos a los servicios publicos.

1.1. La obligacién de resolver y el plazo de resolucion y notificacién de los
procedimientos

El articulo 42 de la Ley 30/92 establece la obligacién de dictar resolucién
expresa en los procedimientos y a notificarla cualquiera que sea la forma de
iniciacién. La resolucién final que se adopte puede pronunciarse sobre el fondo
del asunto, resolviendo todas las cuestiones planteadas por los interesados, en
los términos del articulo 89.1 de la Ley 30/92, o bien puede tratarse de una
resolucién que poniendo fin al procedimiento no tenga un contenido sustan-
tivo, lo que asf ocurrird en los supuestos en que se produzca la terminacién por

> Véase en este sentido la STS de 13 de febrero de 2008.

¢ Asi por ejemplo puede citarse la Sentencia de la Audiencia Nacional de 10 de julio de 2001 entre otras
muchas.

7 Véase la Disposicién Final Primera de la mencionada Ley.
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prescripcidn, renuncia del derecho, caducidad del procedimiento, desistimien-
to o desaparicion sobrevenida del objeto del procedimiento tal y como recoge
el articulo 87.1 de la Ley 30/92. En estos casos, la resolucidn consistird en la
declaracién de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicacién de
los hechos producidos y las normas aplicables. En estos supuestos la Adminis-
tracién no resuelve sobre el fondo del asunto, pero si dicta una resolucién que
pone fin al mismo y que ha de indicar la concurrencia de las circunstancias que
han impedido el pronunciamiento sustantivo.

De acuerdo con el articulo 42.1, pdrrafo 2 de la Ley 30/92 el contenido de
la resolucién meramente declarativa de las circunstancias anteriores deberd te-
ner un contenido minimo, haciendo referencia a los siguientes puntos:

— El hecho que se tome como base para la apreciacién de la concurrencia
de la circunstancia impeditiva de la resolucién sobre el fondo de que
se trate.

— Lanorma que funde la aplicacién de la referida circunstancia obstativa
de la resolucién sobre el fondo. Este supuesto puede ser especialmente
relevante en los casos en que se produce prescripcién, en donde la di-
ficultad del cémputo de los plazos y los errores que se pueden produ-
cir hacen aconsejable que la resolucién que se adopte incluya los datos
en que se fundamenta.

— En los casos en que la terminacién del procedimiento se produzca por
imposibilidad material de continuarlo (uno de cuyos supuestos podria
ser la desaparicién sobrevenida de su objeto), el art. 87.2 de la Ley
exige que la resolucién sea motivada siempre.

La excepcién a la obligacién de resolver viene constituida por los supuestos
de terminacién del procedimiento por pacto o convenio, asi como los procedi-
mientos relativos al ejercicio de derechos sometidos unicamente al deber de
comunicacién previa a la Administracién. Respecto del primer supuesto, termi-
nacién convencional del procedimiento, es necesario tener en cuenta que tales
pactos o convenios pueden tener, segtin especifica el art. 88 de la Ley 30/1992,
la condicién de finalizadores de los procedimientos administrativos, o insertarse
en los mismos con cardcter previo a la resolucién que les ponga fin. Esta posibi-
lidad de que los pactos se inserten en el procedimiento pero no le pongan fin
excluye que, en todo caso, se produzca la total ausencia de resolucién.

La Ley 30/92 remite para la fijacién del plazo de resolucién y notificacion
de la resolucién que se adopte a la norma reguladora del correspondiente pro-
cedimiento, estableciendo un plazo mdximo que serd de seis meses salvo que
una norma con rango de Ley establezca uno mayor o as lo prevea la normativa
europea. Supletoriamente, y en defecto de previsién expresa en este sentido
serd de aplicacién el plazo de tres meses previsto en la Ley 30/92. El estableci-
miento de un plazo médximo de duracién de los procedimientos de seis meses,
que sdlo puede alterarse si lo prevé una norma con rango de Ley o normativa
comunitaria europea pretendid atajar los plazos excesivamente largos previstos
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en la normativa especifica que regulaba los distintos procedimientos adminis-
trativos. Por otro lado es innegable que el plazo que supletoriamente resulta de
aplicacién (tres meses) es un periodo de tiempo excesivamente breve que no
refleja el tiempo real de tramitacién de los procedimientos en la prdctica admi-
nistrativa. El Consejo de Estado en su Dictamen de 22 de enero de 1998 jus-
tificd este plazo teniendo en cuenta su cardcter residual, asi como la previsién
legal de suspensién de dicho plazo de tramitacién prevista en el articulo 42.5.

Pero a pesar del interés del legislador en concretar los plazos de resolucién
de los procedimientos, estos son objeto de una gran flexibilidad, pues el articulo
42.5 de la Ley de Régimen Juridico de las Administraciones publicas y Procedi-
miento administrativo comun establece una serie de supuestos que permiten
suspenderlos®, admitiendo asimismo la posibilidad excepcional de su ampliacién
sin establecer con claridad en que supuestos y bajo qué condiciones’.

# En efecto, el apartado. 5 del art. 42 prevé distintos supuestos en los que cabe suspender el cémputo del plazo
méximo para resolver un procedimiento. Asi, por ejemplo, el precepto establece la suspension del plazo
cuando deban solicitarse informes preceptivos y determinantes del contenido de la resolucién. En este senti-
do hay que tener en cuenta que el cardcter determinante del informe para el contenido de la resolucién no se
conoce hasta el momento de la resolucién final. Por esta razén el Consejo de Estado propuso restringir el
sentido de este precepto, entendiendo que el supuesto incluyera tinicamente los informes que sean precepti-
vos tras culminarse la fase estricta de instruccién, y por lo tanto, ya en fase propiamente de resolucién. Es el
caso de los dictdmenes del Consejo de Estado, por su cardcter final, previo a la resolucién, cuya emisién
produce el efecto suspensivo del plazo para resolver y notificar. El plazo de suspensién mdximo se establece
en tres meses. La regulacién sefialada parece coherente con el art. 83.3 de la Ley 30/1992 que establece que
la no emisién de informe en plazo conlleva la prosecucién de las actuaciones, excepto el supuesto de informes
preceptivos que sean determinantes para la resolucién del procedimiento, en cuyo caso se podrd interrumpir
el plazo de los trdmites sucesivos. Parece contradictoria en cambio con el art. 83.4 que se refiere al supuesto
de informes que deban ser emitidos por una Administracién publica distinta de la que tramita el procedi-
miento, en cuyo caso dicho precepto sefiala que podrdn proseguir las actuaciones si éste no se emite en el
plazo que sefiala el art. 83.3. Sin embargo, el art. 42.5. ¢) parece establecer un tratamiento uniforme de la
suspension tanto si el informe ha de emitirse por érgano de la misma Administracion puablica, como si ha de
setlo por érgano de distinta Administracién. El pdrr. e) del art. 42.5 de la Ley 30/1992, tras la modificacién
por Ley 4/1999 contiene una gran indeterminacién, ya que no se establece un limite de tiempo para las ne-
gociaciones, lo que puede dar lugar a una paralizacién indefinida del procedimiento. En todo caso, hay que
sefialar que la introduccién de esta lista de supuestos que pueden paralizar el plazo de resolucién de los pro-
cedimientos es excesivamente amplia, conteniendo en unos casos motivos justificados de suspensién, y en
otros causas meramente dilatorias del procedimiento. Por otra parte, la indeterminacién de los plazos de
suspensién en muchos de estos supuestos conlleva la falta de seguridad juridica, y un alargamiento excesivo
e injustificado de los plazos de resolucién que pugna con la fijacién con cardcter supletorio de un plazo de
tiempo excesivamente breve (tres meses), que en la prdctica queda diluido por estos excesivos motivos de
suspensién. La revisién de estos supuestos deja en muchas ocasiones en manos de la Administracién la sus-
pensién de la tramitacién del procedimiento. La Ley pretende que la Administracién vaya informando por
escrito al administrado de las incidencias que se vayan produciendo y que afecten al cémputo de los plazos
(art. 42.4, art. 42.5 by cy art. 46.2). No obstante, por loable que sea la intencién del legislador, se introducen
complejos trémites que demorardn los procedimientos, y aparecen problemas prdcticos, cuando la informa-
cién es incorrecta, la Administracién no informa o lo hace pasado el plazo de resolucién expresa.

? Junto a los anteriores supuestos, en que la duracién del procedimiento administrativo se ve alargada por la

suspension, el apartado. 6 del art. 42 establece igualmente una serie de supuestos que pueden dar lugar a una

ampliacién del plazo de resolucién. Esta circunstancia se produce cuando el nimero de solicitudes formuladas,

o las personas afectadas hagan prever un posible incumplimiento de plazos. La ampliacién no podrd ser supe-
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1.2. El inicio de cémputo de tiempo para resolver

Asf pues, la obligacién de resolver se entiende cumplida cuando la Adminis-
tracién notifica a los interesados la resolucién administrativa que les afecta, dentro
del plazo médximo de duracién de los procedimientos, momento en que debe en-
tenderse finalizado el mismo. Por esta razén es necesario determinar el momento
de inicio del cémputo de los plazos, a cuyos efectos el articulo 42.3 a) de la Ley
30/92 establece que en los procedimientos iniciados de oficio el cémputo se inicia
desde la fecha del acuerdo de iniciacién, en tanto que en los procedimientos inicia-
dos a instancia de parte, el articulo 42.3 sefiala que el plazo mdximo para recibir la
notificacién y, por tanto, para entender cumplida la obligacién de resolver se cuen-
ta desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el registro del 6rgano
competente para su tramitacién, circunstancia que no siempre quedard clara, sobre
todo en los supuestos en que el interesado presente su solicitud en el registro de
érgano diferente, con lo que se mantiene la incertidumbre de la tramitacién no en
cuanto al momento de la finalizacién del plazo, pero si en el inicio de su cémputo.
Si lo que se pretendia en la Ley es que el administrado tenga en todo momento
conocimiento exacto de la situacién temporal en que se encuentra un procedi-
miento iniciado a su instancia, deberfa haberse complementado con una regula-
ci6n legislativa mds exigente, que impusiera a la Administracién el deber de comu-
nicar al administrado también esta circunstancia, y que los términos genéricos de
la comunicacién administrativa regulada en el articulo 42.4 de la Ley 30/92 no
recoge. No obstante, esta omisién ha sido subsanada por las normas de desarrollo.
Asf, la Orden de 14 de abril de 1999 por la que establecen criterios para la emisién
de la comunicacién a los interesados prevista en el articulo 42.4 de la Ley 30/92
sefiala que la comunicacién indicara ademds la fecha en que la solicitud ha sido
recibida por el érgano competente para su tramitacién, a partir de la cual se inicia
el cémputo de dicho plazo. Con ello se quiere solventar el inconveniente antes
apuntado de desconocimiento de esta circunstancia por parte de los interesados.

1.3. Peculiaridades en el cémputo de los plazos resultantes de la utilizacion de los
registros electrénicos

Como ya hemos sefialado antes, el cumplimiento de la obligacién de resol-
ver por parte de la Administracidn estd sometida a la observancia de un plazo

rior a la inicialmente prevista para la resolucién inicial. La Ley concibe esta ampliacion de plazos de manera
excepcional (solamente en el supuesto de que se hayan agotado todos los medios a disposicién posibles) y la
resolucién habrd de ser motivada. La Ley reviste, por tanto, de excepcionalidad estos supuestos de ampliacién
de plazos pero, sin embargo, no tiene empacho en ampliar los supuestos que pueden dar lugar a la suspensién
indeterminada de los plazos para resolver. Esta excepcionalidad contrasta con la previsién de supuestos que
permiten la suspensién de plazos como hemos visto antes, y que producen el mismo efecto que la ampliacién:
el alargamiento de los procedimientos administrativos. La ampliacién excepcional del plazo para resolver no
podrd ser superior al inicialmente establecido para la tramitacién del procedimiento y se circunscribe a los
casos en que exista un elevado nimero de solicitudes o de afectados que impidan el cumplimiento de plazos.
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méximo para ello, en el que la Administracion no sélo estd obligada a dictar
resolucion expresa sino también a notificarla a los interesados. El dmbito o limi-
te temporal de la obligacién de resolver viene establecido por el articulo 42 de
la Ley 30/92 en los términos que hemos puesto de manifiesto mds atrds, y en
este sentido hay que senalar que la utilizacién y empleo de medios telemdticos
por parte de los administrados no tiene relevancia desde el punto de vista de los
plazos de resolucién a los que estd sometida la Administracién, pero si imprime
peculiaridades en el cémputo de los mismos, y especialmente en el momento de
su inicio. Estas peculiaridades se manifiestan sobre todo en el supuesto de ini-
ciacién de los procedimientos a instancia de parte, cuando la remisién y presen-
tacién de escritos o solicitudes a la Administracién se realiza a través de registros
electrénicos', donde la regla del articulo 42.3 de la Ley 30/92 sobre el inicio del
cémputo de los plazos puede verse alterada en virtud del principio de especiali-
dad por las normas de la Ley 11/2007 de 22 de junio''.

En efecto, los registros juegan un papel relevante en el 4dmbito de la obliga-
cién de resolver puesto que su funcién principal es la recepcién de solicitudes,
escritos y comunicaciones de forma que los procedimientos iniciados a instancia
de parte en los que la recepcién de escritos y solicitudes se haya canalizado a
través de estos medios resultardn sometidos a las normas especificas de la Ley
11/2007 de 11 de junio, si bien, como hemos sefialado antes sus peculiaridades
no afectan tanto a los plazos de resolucién como al cémputo de los mismos y al
momento en que han de entenderse iniciados los mismos. Por el contrario, los
procedimientos iniciados de oficio seguirdn rigiéndose por el articulo 42.3 a) de
la Ley 30/92, que senala que en estos casos el inicio del plazo de resolucién se
computard desde el acuerdo de la fecha de iniciacién, de forma que la iniciacién
del mismo no se ve afectada por el empleo de medios telemdticos'.

Por lo que se refiriere a los procedimientos iniciados a instancia de parte,
el inicio del cémputo de los plazos varfa segin el tipo de registro electrénico en
el que se presente la solicitud. Asi resulta del articulo 26 dela Ley 11/2007 que
ha de relacionarse con el articulo 24.2 de la misma Ley.

Conforme a estos preceptos es necesario distinguir:

— Registros que admiten cualquier solicitud, escrito o documentacién
dirigidos a cualquier érgano de la misma Administracién publica titu-

10 Véase BAUZA MARTORELL, E]J. «Régimen juridico de los registros telemdticos», Revista espaiola de Derecho
Administrativo, n.° 118, 2003, pp. 181 y ss. Véase también DELGADO PIQUERAS, E. «Registros adminis-
trativos, informdticos y telemdticos», en el libro colectivo Administraciones pitblicas y nuevas tecnologias,
Lex Nova, 2005, coordinado por J. Punzén Moraleda, pp. 129 y ss.

' Una referencia a estos registros puede verse en E. DELGADO PIQUERAS, «Los registros administrativos, in-
formdticos y telemdticos» en el libro colectivo coordinado por J. PUNZON MORALEDA Administraciones
piiblicas y nuevas tecnologias, obra cit., pp. 129 y ss.

'2 Ha de tenerse en cuenta la peculiaridad que presenta el articulo 25 de la Ley General de Subvenciones que
tras establecer que el plazo mdximo para resolver y notificar la resolucién del procedimiento no podrd
exceder de seis meses, determina que dicho plazo se computard a partir de la publicacién de la correspon-
diente convocatoria, salvo que la misma posponga sus efectos a una fecha posterior.
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lar del registro. Conforme al articulo 26. 4 de la Ley de acceso electré-
nico de los ciudadanos a los servicios publicos el inicio del c6mputo
de los plazos para resolver por parte de la Administracién vendrd de-
terminado por la fecha y hora de entrada en el registro del 6rgano
destinatario. A estos efectos, el articulo 26.1 de la Ley establece que la
fecha y hora oficial por las que se regirdn los registros electrénicos
deberdn figurar visibles. La Ley adopta en este caso el criterio estable-
cido en el articulo 42.3 b) de la Ley 30/92 que alude a la presentacién
fisica o material de los escritos o solicitudes, y respecto de los que se
aplican las normas del articulo 38.4 de la citada ley que permiten una
gran amplitud de posibilidades para la presentacién de dichos escritos.
Dada la amplitud de posibilidades de presentacién para el interesado,
la Ley distingue entre el momento de entrega de la solicitud, del mo-
mento en que esta tiene entrada en el registro del érgano competente
para resolver, siendo éste el que debe tomarse en cuenta para el inicio
del cémputo del plazo mdximo para resolver y notificar.

— Registros que solo admiten documentos electrénicos normalizados co-
rrespondientes a los servicios, procedimientos y trdmites que se especifi-
quen conforme a lo dispuesto en la norma de creacién del registro,
cumplimentados de acuerdo con formatos preestablecidos. En este su-
puesto rige un criterio restrictivo de admisién, de forma que sélo serd
posible presentar los documentos previamente determinados. En este
caso, y de conformidad con el articulo 26.4 de la Ley 11/2007 de 22 de
junio, el inicio del cémputo de los plazos que han de cumplir los 6rga-
nos administrativos vendrd determinado por la fecha y hora de presen-
tacién en el propio registro. Es de suponer que estos registros s6lo admi-
ten los documentos cuya tramitacién es competencia del érgano titular
del registro, o bien de 6rganos situados bajo su dependencia y con los
que exista una comunicacién inmediata, de modo que coincide la pre-
sentacién y la entrada del documento en el registro con el inicio del
cémputo para resolver. Los documentos que admiten estos registros es-
tdn restringidos por los propios procedimientos informdticos, de modo
que se puede afirmar que en estos casos la presentacién equivale a la
entrada en el registro, pues de otro modo el propio sistema rechazarfa el
documento. Esta distincién pudiera muy bien tener efectos pricticos,
ya que en estos supuestos, pudiera automatizarse la obligacién que co-
rresponde a la Administracién de comunicar al interesado en el plazo de
10 dias desde la recepcién de la solicitud en el registro competente los
datos a los que se refiere el articulo 42.4 de la Ley 30/92, es decir plazo
méximo de resolucién de los procedimientos por parte de la Adminis-
tracién, inicio del cémputo de dicho plazo, y sentido del silencio admi-
nistrativo, caso de que no se produzca la resolucién y notificacién.

Los registros electrénicos funcionan todo los dias del afio, las veinticuatro
horas, lo que obliga a distinguir entre dias hdbiles e inhdbiles a efectos de la
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presentacién. Segin el articulo 26.5 de la Ley 11/2007, cada sede electrénica
en la que esté disponible un registro electrénico determinard, atendiendo al
dmbito territorial en el que ejerce sus competencias el titular de aquella, los
dfas que se consideran inhdbiles a los efectos de los apartados anteriores, para
lo cual se tendrd en cuenta el dmbito territorial en el que ejerce sus competen-
cias el titular de la sede electrénica en la que estd disponible el registro. Dicha
circunstancia deberd estar prevista en la disposicién de creacién del registro
electrénico de conformidad con el articulo 25.1 de la Ley 11/2007.

Por otra parte, las reglas del cémputo de los plazos establecidas en el arti-
culo 48.5 de la Ley 30/92 de aplicacién a los escritos presentados a través de
los registros tradicionales se alteran en los supuestos en que se emplean los re-
gistros telemdticos, en cuyo caso, y por aplicacién del articulo 26.5 de la Ley
11/2007 de 22 de junio no resultardn de aplicacién. Recordemos que confor-
me al articulo 48.5 de la Ley 30/92 cuando un dia fuese hdbil en el municipio o
comunidad autdénoma en que residiese el interesado, e inhibil en la sede del 6rgano
administrativo, o a la inversa, se considerard inhdbil en todo caso. La inaplicacién
de dicho precepto supone por tanto que la consideracién de un dia como hébil
o inhdbil vendrd marcada tinicamente por el calendario oficial del registro, con
independencia de su consideracién en el lugar de residencia del interesado.
Esta regla ya resultaba contenida en el articulo 18 del R.D 772/1999 de 7
mayo que establece que serdn considerados dias inhdbiles para los registros te-
lemdticos y para los usuarios de éstos sélo los asi declarados para todo el terri-
torio nacional en el calendario anual de dfas inhdbiles. Para aquellos registros
telemdticos destinados a la recepcién de solicitudes, escritos y comunicaciones
referentes a trdmites o procedimientos cuya instruccién y resolucién corres-
ponda a Srganos cuya competencia esté territorialmente delimitada a una co-
munidad auténoma, provincia o municipio, serdn también inhdbiles los asi
declarados en el dmbito territorial correspondiente®.

De ello se deduce que el empleo de uno u otro medio de presentacién
determinard un cémputo diferente de los plazos de tramitacién del procedi-
miento y en definitiva de finalizacién del dies ad quem del plazo de resolucién,
lo que puede tener su importancia en el caso de procedimientos con pluralidad
de interesados, en donde la determinacién de los plazos serd diferente en fun-
cién del medio de presentacién que haya utilizado cada uno de ellos.

De acuerdo con el articulo 26.3 de la Ley 11/2007 de 22 de junio de ac-
ceso electrénico de los ciudadanos a los servicios publicos, se establece una re-
gla especifica, segin la cual la presentacién en un difa inhdbil se entenderd
realizada en la primera hora del primer dfa hdbil siguiente, salvo que una Ley
establezca otra cosa. El articulo refiere esta regla de cémputo al cumplimiento

13 Véase OCHOA MONZO, J. y MARTINEZ GUTIERREZ, R. «La permeabilidad de la actividad administrati-
va al uso de tecnologfas de la informacién y de la comunicacién: hacia la administracién electrénica y
el procedimiento administrativo electrénico», pp. 98 y ss, en la obra colectiva La Administracion elec-
tronica en Espafia: Experiencias y perspectivas de futuro, Universidad Jaume 1. Coleccién Estudios Juri-
dicos n.° 12.
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de plazos por los interesados, por lo que podria entenderse que no se aplica al
cémputo de los plazos para resolver por parte de la Administracién que co-
menzarfan a contar incluso en dia inhdbil si este fue el dia de la recepcién. Sin
embargo desde el momento en que el articulo 26.4 vincula el inicio del plazo
de resolver a la presentacidn, y esta se entiende realizada a primera hora del
primer dia hdbil siguiente, hay que entender que este serd el momento de ini-
ciacién del plazo también para la Administracién'®. Téngase en cuenta ademds
que una regla similar se contempla con cardcter general, es decir con validez
tanto para la Administracién como para los interesados, en el articulo 48. 3 de
la Ley 30/92 referida al dltimo dia del plazo. Asi cuando el dltimo dia del pla-
zo sea inhdbil, se entenderd prorrogado al primer dia hdbil siguiente, y ello
tiene validez tanto a los efectos de los plazos que deben cumplir los administra-
dos como la Administracién.

II. EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACION DE RESOLVER Y LA
NOTIFICACION ELECTRONICA DE LA RESOLUCION
ADMINISTRATIVA

La obligacién de resolver por parte de la Administracién estd fuertemente
vinculada a la notificacién administrativa, tanto de la resolucién final que se
adopte, como de la informacién referente a los plazos de resolucién y las con-
secuencias de la falta de resolucidn.

Ya sabemos que la obligacién de resolver comporta también la obligacién
de notificar en unidad de plazo, de forma que dicha obligacién no se entiende
cumplida hasta que no es notificada a los interesados®. La Ley de acceso elec-
trénico de los ciudadanos a los servicios publicos contempla la posibilidad de
notificaciones electrdnicas en su articulo 28.

En todo caso ha de ponerse de manifiesto que la especifica regulacién de
las notificaciones electrénicas que se establece en la Ley 11/2007 de 22 de ju-
nio, lo es en razén del medio utilizado y de las peculiaridades que conlleva,
pero no incide en los aspectos resefiados en epigrafes anteriores referentes a la
obligacién de resolucién y notificacién dentro del plazo establecido para ello,
ni en los efectos de las notificaciones, ni en su contenido, ni siguiera en los
plazos establecidos para efectuar la notificacién. Como hemos senalado ante-
riormente, el empleo de las notificaciones electrénicas no imprime ninguna
peculiaridad en el régimen de la obligacién de resolver que afecta a la Adminis-
tracién, ni en el contenido que hayan de tener la notificaciones. De acuerdo

14 Véase REGO BLANCO, M. D., «Registros, comunicaciones y notificaciones electrénicas», en el libro colec-
tivo La Ley de Administracién electrénica, coordinado por E. GOMERO CASADO y J. VALERO TORRIJOS;
Thomson Aranzadi, 2008, p. 389.

> La STS de 25 de marzo de 2002 sefiala que «...el deber de resolver no queda plenamente satisfecho hasta que
no se practica la notificacion. De ahi que, aun dictada la resolucion en tiempo, se considera incumplido el
plazo legal de resolucion de no haberse practicado también la notificacién en dicho plazo».
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con ello la obligacién de resolver se entiende cumplida cuando se produce la
notificacién de la resolucién por el medio del que se trate, para lo que como ya
sabemos se establece un régimen de unidad de plazo. Las peculiaridades afec-
tan mds a la préctica de la notificacién y al modo en que se entiende realizada
la misma, a efectos del cumplimiento de la obligacién de resolver.

2.1. Requisitos para la utilizacion de los cauces electronicos para efectuar la
notificacion

La primera cuestién a tener en cuenta hace referencia a los supuestos en
que la Administracién puede emplear este medio de notificacién. La Ley
11/2007 de 22 de junio viene a establecer una regulacién diferenciada de las
comunicaciones y notificaciones administrativas. En el dmbito de la Adminis-
tracién electrénica la comunicacién viene a ser el concepto genérico que eng-
loba la puesta en conocimiento y transmisién de informacién reciproca que
puede producirse entre la Administracién y los administrados a través de me-
dios electrénicos. Esta remisién obliga a considerar las comunicaciones electré-
nicas como la categorfa genérica en la que se integran las distintas formas de
transmisién de informacién con la Administracién, y entre ellas también aque-
llas formas de comunicacién formal y productoras de efectos juridicos como
son las notificaciones. De esta manera el contenido de la comunicacién elec-
trénica no se refiere tinicamente a actos y resoluciones administrativas, que
deben ser formalmente notificadas, sino que hace referencia a un variado elen-
co de manifestaciones tales como avisos, incidencias, reclamaciones y quejas
que se manifiestan en la doble direccién Administracién-administrados y vice-
versa. Ahora bien cuando el objeto de la comunicacién lo constituye un acto o
resolucién o bien a una actuacién administrativa desarrollada en el marco de
un procedimiento administrativo, y capaz de incidir sobre los derechos o inte-
reses de los administrados y sobre el ejercicio de los mismos, la comunicacién
debe realizarse a través del cauce previsto por la Ley para ello, es decir a través
de la notificacién electrénica, que no es sino uno de los cauces formales de
comunicacion electrénica'®.

La regla general que resulta el articulo 28.1 de la Ley 11/2007 de 22 de
junio es que la Administracién sélo puede hacer uso de este medio de notifi-
cacién cuando el interesado haya sefialado dicho medio como preferente o
haya consentido su utilizacién'. En determinados casos no obstante la Ley

1o Segtin la STS de 20 de junio de 2007 la notificacién consiste en una comunicacién formal del acto admi-

nistrativo de que se trate de la que se hace depender la eficacia de aquel, y constituye una garantia tanto
para el administrado como para la propia Administracién.

17 Sobre esta cuestién puede verse GOMEZ PUENTE, M. «La Administracién electrénica», en el libro colecti-
vo La autorizacidn administrativa, la Administracion electrénica, la ensefianza del Derecho Administrativo
hoy, Actas del I Congreso de la asociacién espafiola de Profesores de Derecho Administrativo, Thomson-Aran-
zadi, 2007, pp. 123 y siguientes.
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permite que las Administraciones puedan establecer la obligatoriedad de co-
municarse con ellas utilizando sélo medios electrénicos, lo que procederd en
dos supuestos:

— Cuando los interesados se correspondan con personas juridicas.

— Cuando se trate de colectivos de personas fisicas que por razén de su
capacidad econdmica o técnica, dedicacién profesional u otros moti-
vos tengan acreditado el acceso y disponibilidad de los medios tecno-
légicos precisos. En realidad este segundo supuesto conllevard en oca-
siones una referencia a otras Administraciones publicas, tales como
colegios profesionales cuya base corporativa retine las caracteristicas
mencionadas en el referido supuesto. Esta tltima previsién se contem-
pla en el articulo 27 de la Ley 11/2007 de 22 de junio, y se refiere al
régimen de las comunicaciones electrénicas.

La regulacién diferenciada de las comunicaciones y notificaciones electré-
nicas obliga a poner en relacién el articulo 27.2 de la Ley 11/2007, que exige
para el empleo de las comunicaciones electrénicas que los ciudadanos lo hayan
solicitado y consentido expresamente, con el articulo 28.1 que se refiere espe-
cificamente a las notificaciones electrdnicas exigiendo para su practica que el
interesado haya sefialado dicho medio como preferente o haya consentido su
utilizacién'®.

A la vista de ambos preceptos cabe preguntarse si la solicitud de la via elec-
trénica como medio de notificacién ha de ser expresa, en cuyo caso no bastarfa
con que el interesado senalase en su escrito de iniciacién este medio de notifica-
cién, sino que serfa necesario que hiciera alusién expresamente a esta circuns-
tancia y prestara consentimiento expreso. En mi opinién esta segunda interpre-
tacién es excesivamente formalista, y resultarfa contradictoria con lo dispuesto
en el articulo 28.1, segun el cual basta con que el interesado haya sefialado dicho
medio como preferente en su escrito de iniciacién, pero de lo que no cabe duda
es que la mera presentacién del escrito en un registro electrénico no presupone
ni la solicitud ni el consentimiento para que la Administracién en lo sucesivo
emplee el sistema de comunicaciones electrénicas, y mucho menos este sistema
de notificaciones, mdxime si tenemos en cuenta que la eleccién del cauce elec-
trénico para la notificacién es esencialmente revocable por parte del administra-
do, tal y como se deduce del articulo 28 de la Ley 11/2007.

Segtin este precepto no parece necesario que en los procedimientos inicia-
dos a instancia de parte, la manifestacién de voluntad exigida al interesado
haya de ser expresa, bastando con que se haya sefialado dicho medio como
preferente, lo que estarfa préximo a lo previsto en el articulo 59 de la Ley
30/92 que se refiere a las notificaciones', y en concreto con lo previsto en el

'8 Sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 27.6 de la Ley 11/2007 de 22 de junio.
" Las notificaciones se practicardn por cualquier medio que permita tener constancia de la recepcion por el inte-
resado o su representante, ast como de la fecha, la identidad y el contenido del acto notificado.
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apartado segundo que sefiala que en los procedimientos iniciados a solicitud
del interesado, la notificacién se practicard en el lugar que éste haya sefialado a
tal efecto en la solicitud. De la conjuncién de estos preceptos podria deducirse
que en los procedimientos iniciados a instancia de parte se sigue el régimen
general notificando en el lugar (fisico o virtual) que el interesado haya sefialado
a tal efecto en la solicitud, en tanto que en los procedimientos iniciados de
oficio serd preciso que el interesado haya consentido la utilizacién de la notifi-
cacién electrénica. Y aunque el articulo 28.1 de la Ley 11/2007 de 22 de junio
no lo indica, debe entenderse que tal consentimiento ha de ser expreso, pues si
asf lo exige para las comunicaciones electrénicas el articulo 27.2 (algunas de las
cuales no despliegan desde luego ni los efectos ni la trascendencia en cuanto a
la garantia para los administrados de las notificaciones) no cabe rebajar estas
exigencias en el caso de las notificaciones, de cuya prictica dependen los efec-
tos del acto administrativo y el sistema de garantfas de los administrados.

En todo caso, estas cautelas establecidas por la Ley, que tienden a asegurar
la voluntad del interesado en el empleo de los medios electrénicos de comuni-
cacién y notificacion tienen su légica si se tiene en cuenta que las notificaciones
asi realizadas requieren una cierta colaboracién del sujeto al que van dirigidas
(asf por ejemplo abrir periédicamente el correo electrénico para determinar el
contenido del mismo). Por esta razén en los supuestos de un uso indebido de la
notificacién electrénica, en que el interesado no ha manifestado su voluntad de
recibir por este sistema las comunicaciones de la Administracién no deben pro-
ducir efectos negativos para el interesado afectado, de forma que no debe enten-
derse rechazada la notificacidn, sino que la Administracién en este caso, una vez
constatada la falta de acceso a la misma en el plazo de 10 dias desde su puesta a
disposicién deberd proceder a notificar por otras vias haciendo uso del medio
preferente de notificacién que haya manifestado el interesado.

2.2. El cumplimiento de la obligacion de resolver en el sistema de notificaciones
electrénicas

El articulo 42.3 de la Ley 30/92 establece el inicio del coémputo de los
plazos para resolver, distinguiendo entre los procedimientos iniciados de oficio
y a instancia de parte. Asi en los procedimientos iniciados de oficio el plazo se
contard desde la fecha del acuerdo de iniciacién. Y en los iniciados a instancia
de parte desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el registro del
drgano competente para su tramitacion, aunque segtin hemos visto en los su-
puestos de presentacién de los escritos de iniciacién a través de procedimientos
electrénicos, existen unas reglas especificas a las que ya hemos hecho referencia
en los epigrafes anteriores y a los que nos remitimos en este momento.

La unificacién de los plazos para resolver y notificar, habilita a favor del
interesado un sistema que le permite conocer exactamente el momento en que
ha finalizado para la Administracién el plazo para resolver, lo que estd en rela-
cién con la produccién automdtica del silencio administrativo o la caducidad
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de los procedimientos. El cémputo del plazo para entender producido el silen-
cio administrativo por referencia al momento de la notificacién supone una
cautela elemental dirigida a evitar la tentacién de la Administracién de anteda-
tar la resolucién administrativa, al tiempo que aporta al interesado una buena
dosis de certeza y seguridad juridica sobre el momento en que ha finalizado
para la Administracién el plazo para resolver, lo que tiene considerable impor-
tancia sobre todo en relacién con los procedimientos administrativos iniciados
a instancia de parte, en los que el silencio positivo comporta la produccién de
un verdadero acto administrativo del que la administracién sélo podrd desvin-
cularse a través de los procedimientos de revisién de oficio.

Asi pues, el transcurso del plazo de tiempo previsto para la resolucién sin
que se haya producido la notificacién administrativa de la misma implica la
produccién de los efectos del silencio administrativo. Por esta razén es necesa-
rio analizar como ha de producirse esa notificacién y que condiciones han de
darse para que esta se entienda realizada, lo que entronca con las peculiaridades
propias derivadas del empleo de las notificacién electrénicas.

En principio la Ley 30/92 establece el plazo de resolucién de los procedi-
mientos desde el ingreso de la solicitud hasta la fecha de la notificacién al inte-
resado con todos los requisitos legales, pero después el articulo 58.4 corrige
esta prevision, atenuando su aplicacién a los efectos de entender cumplida la
obligacién de resolver por parte de la Administracién por lo que el precepto
sefiala: «... a los solos efectos de entender cumplida la obligacion de notificar dentro
del plazo mdximo de duracion de los procedimientos, serd suficiente la notificacion
que contenga cuando menos el texto integro de la resolucion, asi como el intento de
notificacion debidamente acreditado».

Asi pues, de acuerdo con el citado precepto, para entender cumplida la
obligacién de notificar, y por tanto la obligacién de resolver en plazo, la ley
exige dos tipos de requisitos: de contenido y de forma®. Los requisitos de con-
tenido de la notificacién implican que por lo menos la misma ha de contener
el texto integro de la resolucién. En cuanto a la forma, basta con que se acredi-
te el intento de notificacién, aunque no se haya producido la prictica de la
misma.

Segun sefala la STS de 17 de noviembre de 2004 «E/ objetivo, por tanto,
de este tiltimo apartado, cuya interpretacion constituye el objeto del presente recur-
so de casacion en interés de la Ley, es ariadir dos supuestos en los que se entiende
cumplida la obligacidn de notificar dentro del plazo mdximo de duracion de los
procedimientos administrativos, ademds del supuesto bdsico de una notificacion
efectuada con todos los requisitos legales. Tales supuestos son la notificacion que, pese
a no cumplir con todos los requisitos previstos en el apartado 2 del propio articulo

2 El Tribunal Supremo viene considerando a la notificacién como un acto administrativo de cardcter auté-
nomo e independiente del acto notificado y que, por tanto conserva su validez si retine los requisitos le-
gales aunque se anule acto de notificacién. Asf entre otras SSTS de 20 de abril de 1992, de 7 de marzo y
de 30 de abril de 1997, asi como la de 26 de junio de 1998.
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58, contenga el texto integro de la resolucion, y el intento de notificacion debida-
mente acreditado.»

De esta forma, el precepto pretende distinguir entre la notificacién misma
y sus efectos, relativos a la eficacia del acto administrativo y al cémputo de los
plazos para plantear recursos, del intento de notificacién que bastard para en-
tender cumplida la obligacién de resolver por parte de la Administracién. El
cumplimiento de la obligacién de resolver no se supedita a la prictica efectiva
de la notificacién (que dependerd de maltiples factores no imputables a la Ad-
ministracion: asf si el destinatario se encuentra en su domicilio, él o persona
que se haga cargo de la notificacién, si, en otro caso, recoge la notificaciéon en
la oficina de correos, etc.), siendo suficiente el intento de notificacién por la
Administracién debidamente acreditado, con independencia de que se haya
podido practicar o no en el plazo previsto para la resolucién de los procedi-
mientos. La citada sentencia del Tribunal Supremo entiende que el supuesto
previsto en el articulo 58.4 de la Ley 30/92 se refiere al intento de notificacién
personal por cualquier procedimiento que cumpla con las exigencias legales
contempladas en el articulo 59.1 de la Ley 30/92, pero que resulte infructuoso
por cualquier circunstancia y que quede debidamente acreditado. De este
modo, bastard para entender concluso un procedimiento administrativo den-
tro del plazo médximo que la ley le asigne el intento de notificacién por cual-
quier medio legalmente admisible en los términos del articulo 59.1 de la Ley
30/92, y que se practique con todas las garantias legales aunque resulte frustra-
do finalmente, siempre que quede debida constancia del mismo en el expe-
diente.

;Cémo se traslada ésto al dmbito de las notificaciones electrénicas? Es
decir, ;cudl es el momento en que debe entenderse que la Administracién ha
cumplido con su obligacién de resolver y notificar dentro de plazo? Es eviden-
te que el articulo 58.4 de la Ley 30/92 no resulta aplicable a las notificaciones
electrénicas, por lo menos en lo referente al intento de notificacién que la STS
analizada circunscribe a los intentos de notificacién personal, pero no es menos
cierto que no podemos por menos que tomar como referencia la finalidad
perseguida por el articulo 58.4 de la Ley 30/92 para interpretar de acuerdo con
sus coordenadas esta misma cuestién desde el punto de vista de las notificacio-
nes electrénicas.

Las peculiaridades en este dmbito vendrdn dadas por las propias peculiari-
dades de la notificacién electrénica. A estos efectos la Ley 11/2007 de 22 de
junio distingue entre:

— La puesta a disposicién del interesado del acto objeto de notificacién
(aqui la Ley parece hacer referencia sélo a uno de los elementos que
debe contener la notificacién), respecto de lo que el sistema de notifi-
cacién permitird acreditar la fecha y hora en que se produzca.

— El acceso a su contenido, respecto al cual también deberd el sistema de
notificacién acreditar la fecha y hora en que se produce el mismo. El
acceso al contenido de la notificacién determina el momento a partir
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del cual se entenderd practicada la notificacién a todos los efectos le-
gales. Aunque la Ley no lo dice, ha de entenderse que el sistema debe
acreditar también que es el destinatario de la notificacién y no otra
persona quien accede a la misma, lo cual remite a la firma electrénica
como mecanismo de identificacién del interesado al que va dirigida la
comunicacién administrativa’. En este sentido, y sin entrar de lleno
en estas cuestiones, es necesario resefiar que el sistema de firma elec-
trénica dota de mayor seguridad a la notificacién, no solo en lo que se
refiere a la recepcién por el destinatario, sino también en relacién a
otros extremos exigibles a la notificacién, tales como la certeza sobre
el emisor de la misma, o la integridad del mensaje?.

Pero el acceso al contenido de la notificacién no es el tnico modo de en-
tender cumplido el trdmite de préctica de la notificacién. También, si trascurren
diez dias desde la puesta a disposicién del acto objeto de notificacién sin que se
produzca el acceso al mismo, se entenderd que la notificacién ha sido rechazada
y se producirdn los efectos del articulo 59.5 de la Ley 30/92, de modo que se
especificardn en el expediente las circunstancias del intento de notificacién y se
tendrd por efectuado el trdmite, siguiéndose el procedimiento.

En el dmbito de las notificaciones reguladas por la Ley 30/92, es sufi-
ciente con el intento de notificacién debidamente acreditado para entender
cumplida la obligacién de resolver y notificar. La referencia a tener en cuenta
para entender cumplida la obligacién de la Administracién cuando ésta uti-
liza medios electrénicos para la notificacién, viene determinada por la puesta
a disposicién del interesado del acto objeto de notificacién dentro del plazo
previsto por la norma para la resolucién del procedimiento, con independen-
cia de que se produzca o no el acceso al mismo por parte del destinatario.
Naturalmente estamos hablando de los supuestos en que este medio de noti-
ficacién ha sido consentido por el interesado en la forma expuesta en epigra-
fes anteriores, pues en otro caso las consecuencias serdn diferentes y las ana-
lizaremos mds adelante.

Esta interpretacién encaja perfectamente con la previsién que efectia el
articulo 58.4 de la Ley 30/92 en el marco del régimen general de la notifica-
cién administrativa, puesto que desvincula igualmente la actividad administra-
tiva dirigida a la préctica de la notificacién (puesta a disposicién en el caso de
las notificaciones electrénicas e intento de notificacién en el resto) de la efecti-
va practica de la notificacién, que dependerd también en las notificaciones
electrénicas de factores ajenos a la Administracién, como la voluntad de acceso
a la misma por parte de su destinatario.

21 Sobre esta cuestién puede verse GOMERO CASADO, E.: «La notificacién por correo electrénico tras la Ley
24/2001 de 27 de diciembre, REDA n.° 116, 2002, p. 29.

2* Véase LAFUENTE BENACHES, M.: «El soporte electrénico en el procedimiento administrativor, Revista
Aragonesa de Administracién Piblica, n.° 16, p. 576.
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Por otro lado esta interpretacién, es decir, entender que basta la puesta a
disposicién del acto objeto de notificacién para entender cumplida la obliga-
cién de resolver, con independencia de que se produzca efectivamente o no tal
acceso, persigue las mismas cautelas que las que motivaron al legislador a en-
tender que el intento de notificacién es suficiente para entender cumplida la
obligacién de resolver y notificar en plazo. Es decir, que en ambos casos se
trata de evitar que mediante un deliberado rechazo de las notificaciones por
parte de los administrados pueda obtenerse la estimacién presunta de las soli-
citudes que pudieran haberse deducido ante la Administracidn, asi como evitar
una utilizacién fraudulenta del rechazo de las notificaciones y lograr con ella,
no sélo el sefialado de obtener la estimacién presunta de solicitudes, sino tam-
bién obtener la caducidad de procedimientos sancionadores o productores de
efectos negativos para los administrados, en detrimento de los intereses gene-
rales amparados por la actuacién administrativa®.

Por esta razdn, y para evitar que la efectiva prictica de la notificaciéon que-
de al albur del destinatario, a los efectos de entender cumplida la obligacién de
la Administracién de resolver y notificar en plazo, debe entenderse como sufi-
ciente la puesta a disposicién del destinatario del acto objeto de notificacién.
Asi pues la puesta a disposicién del interesado de la resolucién administrativa
por medios electrénicos dentro de plazo determina el cumplimiento de la obli-
gacién de resolver por parte de la Administracién con independencia del acce-
so 0 no a la misma.

Ahora bien, en caso de que no se produzca dicho acceso, para que la noti-
ficacién pueda desplegar todos sus efectos, es necesario el transcurso del plazo
de 10 dias, en cuyo caso se entenderd rechazada la notificacién teniéndose por
efectuado el trdmite.

Esto presenta una divergencia ;desproporcionada? respecto del régimen
de las notificaciones reguladas en la Ley 30/92 en las que el rechazo de la noti-
ficacién tnicamente se entiende producido de manera expresa, por negativa
del interesado o su representante (ningtn otro) a recibir la notificacidn, tal y
como se deduce de los términos en los que estd redactado el articulo 58.4 de la
Ley 30/92. En otro caso, es decir si el rechazo no proviene del propio interesa-
do o su representante, sino de un tercero, o si la notificacién no se ha podido
entregar personalmente por ausencia en el domicilio, la puesta a disposicién de
la notificacién en la oficina de correos y su no recogida en el plazo establecido
en el reglamento correspondiente, no equivale a rechazo de la misma, sino que
obliga a la Administracién a realizar la notificacién edictal. Ello no obsta a que
el intento de notificacién sea suficiente a los efectos de entender cumplida por
parte de la Administracién su obligacién de resolver, segtin el articulo 58.4 de
la Ley 30/92, con lo que quedan establecidas las cautelas oportunas para evitar
que la produccién del silencio o la caducidad del procedimiento queden en
manos de los destinatarios de la notificacién. Un mecanismo similar hubiera

2 Véase en este sentido el Fundamento Juridico N.° 5 de la STS de 17 de noviembre de 2004.
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bastado en el caso de las notificaciones electrénicas, tendente a dotar a estas
notificaciones de las oportunas cautelas respecto al silencio o la caducidad. Sin
embargo, la ley ha optado por equiparar la falta de acceso en plazo al rechazo
de la notificacién, lo que supone en la practica que la notificacién despliega
todos sus efectos

En las notificaciones electrénicas no se prevé la notificacién por edictos,
pues si se recibe la notificacién (puesta a disposicién) y no se accede en el plazo
previsto para ello se equipara el supuesto al rechazo de la misma con los efectos
asociados al mismo, y si se accede se entiende practicada la notificacién, en
cuyo caso también es innecesario el empleo de este mecanismo. Tampoco tiene
cabida el intento de notificacién que se contempla en el articulo 58.4 de la Ley
30/92 porque la notificacién siempre se entiende practicada, bien por el acceso
a la misma, bien por transcurso del tiempo sin que se produzca dicho acceso,
en cuyo caso se entenderd rechazada la notificacidn con los efectos que prevé la
Ley 30/92.

Con este sistema se pretende equiparar la notificacién electrénica a la
notificacién personal en que la entrega en mano presupone el acceso a la noti-
ficacién y por tanto la prictica de la misma. Sin embargo en las notificaciones
efectuadas por medios distintos a los electrénicos no siempre se produce la
inmediatez entre la puesta a disposicién y el acceso a la notificacién. Si la hay
cuando la notificacién se realiza personalmente en mano, supuesto en que la
recepcién de la misma y la préctica de la notificacién se entiende realizada en
unidad de acto, pero no cuando intentada la notificacién en el domicilio o
lugar designado a efectos de notificaciones esta no se puede practicar, quedan-
do a disposicién del interesado en la oficina de correos. A este supuesto me
parece equiparable la puesta a disposicién a través de procedimientos inform4-
ticos o electrénicos, pues en ambos casos hablamos de la puesta a disposicién
bien en una direccién virtual, bien en una direccién fisica. En este tltimo caso,
si el rechazo no es expreso, y la notificacién no se ha podido entregar por au-
sencia en el domicilio, la puesta a disposicién de la notificacién en la oficina de
correos y su no recogida no equivale a rechazo de la notificacién, de modo que
obliga a la administracién a realizar la notificacién edictal. Por tanto los efectos
de la falta de acceso a la notificacién electrénica se deberfan haber equiparado
a este segundo supuesto, (salvando si se quiere el plazo de un mes excesivamen-
te largo) y no al supuesto de la notificacién personal. Esto salvaria también
aquellos casos en que la falta de acceso a su contenido se haya producido por
imposibilidad técnica o material de acceso.

En todo caso no ha sido esta la opcién del legislador, pues en el caso de las
notificaciones electrdnicas, la puesta a disposicién de la notificacién, comporta
no sélo que la administracién ha cumplido su obligacién de resolver y notifi-

% Plantea GOMEZ GOMERO, E. que quizd en estos casos cuando la Administracién tenga constancia de esa
imposibilidad de verfa preverse el doble intento de notificacién. «La notificacién por correo electrénico
tras la Ley 24/2001 de 27 de diciembre», obra cit., p. 32.
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car, sino también los efectos implicitos al rechazo de la notificacién cuando no
se ha accedido a la misma en el plazo de 10 dias, que autorizan segtn la ley a
entender cumplido el trdmite y seguir el procedimiento.

Por lo que se refiere al contenido, el articulo 28.2 de la Ley 11/2007 de 22
de junio, sefiala que lo que la Administracién debe poner a disposicién del
interesado es el acto objeto de notificacidn, lo que debe entenderse en linea con
el articulo 58.4 de la Ley 30/92 como exigencia de contenido minimo indis-
pensable para entender efectuada la notificacién en plazo, pero es evidente que
la notificacién electrénica habrd de contener también, aunque dicho articulo
no lo especifique los demds requisitos del articulo 58.2 de la Ley 30/92 referen-
tes a los recursos, plazo y érgano para plantearlos, con independencia de que si
estos elementos no se contemplan estemos hablando de una notificacién defec-
tuosa, en cuyo caso resultard de aplicacién el articulo 58.3 de la Ley 30/92. Asi
pues, si la notificacién contiene el texto integro de la resolucién seguird el régi-
men de la notificacién defectuosa, produciendo efectos desde la fecha en que
se interponga recurso o el interesado realice actuaciones que presupongan el
conocimiento del contenido y alcance de la resolucién o acto objeto de la no-
tificacién o resolucién.

Queda todavia por abordar una cuestién que se refiere al uso de la rozifi-
cacion edictal en el dmbito de las notificaciones electrénicas. La regulacion de
la notificacién edictal estd prevista en el articulo 59.4 de la Ley 30 /92, norma
de cardcter general frente a la especificidad de la Ley 11/2007 de 22 de junio,
de acceso electrénico de los ciudadanos a los servicios publicos. La cuestion se
plantea cuando, consentida la notificacién electrdnica, ésta es intentada y no se
hubiera podido practicar bien porque fallan los mecanismos telemdticos de la
notificacién o por cualquier otro motivo. O incluso si habiéndose sefialado la
notificacién electrénica como forma de notificacién no constara la direccién
electrénica o algtin otro dato necesario para efectuarla®. ;Cabria considerar
que estamos ante uno de los supuestos del articulo 59.5 que remiten al empleo
de la notificacién edictal?. En mi opinién esta opcidén se debe de interpretar
desde el punto de vista mds garantista para el administrado. Asi cuando inten-
tada la notificacién electrénica ésta no se hubiera podido practicar por proble-
mas técnicos o se desconociese la direccidn de correo electrénico, antes de
emplear la notificacién edictal que es un mecanismo menos garantista (una

» Estarfamos hablando de los supuestos en que se desconoce el medio de notificacién. Este supuesto ha
sido muy criticado por cuanto La Ley 30/92 se refiere al instrumento concreto mediante el cual se rea-
liza la notificacién (oficio, carta, telegrama, telefax, via notarial u otros procedimientos), circunstancia
que dificilmente puede desconocer la Administracién. As{ puede verse MARTIN RETORTILLO «Disposi-
ciones administrativas y actos administrativos», en la obra colecita dirigida por Legina Villa La nueva Ley
de Régimen Juridico de las Administraciones Piblicas y del Procedimiento Administrativo Comiin, Madrid,
1993, pp. 152-191.

Mis bien habrfa que entender que cuando el articulo 59.5 de la Ley 30/92 hace referencia al desconoci-
miento del medio, se estd refiriendo al desconocimiento de alguno de los datos que permiten pricticar la
notificacién por ese medio, tales como la direccién nimero de telefax ect.
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ficcién legal de que el interesado conoce mds que un conocimiento real), debe
emplearse la notificacién por otros medios, como la notificacién en el domici-
lio o en cualquier medio adecuado a tal fin?. Esta forma de notificacién siem-
pre serd mds garantista y eficaz que la notificacién edictal. Asi lo justifica tam-
bién el articulo 59.2 de la Ley 30/92, aplicable desde su cardcter de norma
general a las notificaciones electrénicas. Segin dicho precepro, en los procedi-
mientos iniciados a solicitud del interesado, la notificacién se practicard en el
lugar que éste haya sefialado a tal efecto en la solicitud. Cuando ello no fuera
posible, en cualquier lugar adecuado a tal fin y por cualquier medio conforme
a lo dispuesto en el apartado 1 de este articulo. Asi pues la designacién de un
lugar para la notificacién (sea real o virtual) no vincula a la administracién, que
podrd efectuarla en otro lugar distinto si la primera opcién no fuera posible.
Sélo en el supuesto de que las otras posibilidades de notificacién fallen serd
posible recurrir a la notificacién edictal, lo que entiendo que debe resultar
también de aplicacién a las notificaciones electrénicas.

2.3. El empleo de la notificacion electrénica para el cumplimiento de
obligaciones complementarias de la Administracion en relacion con
la obligacion de resolver

La obligacién de dictar resolucién expresa a que se refiere el apartado pri-
mero del articulo 42 de la Ley 30/92, se ha relacionado por mandato del legis-
lador con la obligacién de informacién por parte de la Administracion de algu-
nos extremos relevantes a estos efectos. As{ tanto la Ley 30/92, como la Ley de
acceso electrénico de los ciudadanos a los servicios publicos, imponen a las
Administraciones publicas la obligacién de informar a los interesados en el
procedimiento administrativo de los plazos mdximos establecidos por la Ley
para resolver y notificar la resolucién que en ellos se adopte, asi como del mo-
mento de inicio del cémputo de dichos plazos, y de los efectos de la falta de
resolucién administrativa, asi como de otros extremos que afecten a los plazos
de resolucidn tales como la ampliacién o suspensién de los mismos.

Asi, el articulo 42.4 de la Ley de régimen juridico de las Administraciones
publicas y procedimiento administrativo comun incorpora la obligacién de la
Administracién de informar a los interesados del plazo médximo normativamen-
te establecido para la resolucién de los procedimientos, asi como de los efectos
que pueda producir el silencio administrativo, informacién que debe facilitarse
a los interesados cuando se les notifique o publique el acuerdo de iniciacién de
oficio del procedimiento. Si el procedimiento se inicia a instancia del interesa-
do, la Administracién deberd comunicar dicha informacidn en los diez dfas si-
guientes a la recepcién de la correspondiente solicitud en el registro del érgano

2 Véase MARTIN DELGADO, I.: «Las notificaciones administrativas telemdticas», en el libro colectivo coor-
dinado por J. Punzén Moraleda, Administracién piiblica y nuevas tecnologias, obra cit., p. 201.
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competente para su tramitacién, en cuyo caso se indicard ademds, la fecha en
que la solicitud ha sido recibida por el érgano competente. La jurisprudencia ha
sefialado que este precepto tiene su origen en el articulo 9 de la Constitucién
desarrollado por el legislador en garantia de la seguridad juridica®.

Ya sabemos que en los procedimientos iniciados a instancia de parte, la
Ley 11/2007 de 22 de junio establece una distincién en cuanto al inicio del
cémputo de los plazos segin el tipo de registro en que se haya presentado el
documento. Asi, de la concordancia entre los articulos 24 y 26 de la referida
Ley se infiere que si la solicitud o escrito de iniciacién se presenté en un regis-
tro de los contemplados en el articulo 24.2 a), es decir de los que podriamos
denominar de acceso restringido, el inicio del cémputo del plazo vendrd deter-
minado por la fecha y hora de presentacién en el propio registro, con la pecu-
liaridad apuntada de que si dicha presentacién tiene lugar en dia inhdbil, ésta
se entenderd realizada en la primera hora del primer dia hdbil siguiente, cir-
cunstancia a la que se supeditard en nuestra opinién el inicio del cémputo de
los plazos de resolucién. En cambio cuando el registro pertenece a la categoria
de los contemplados el articulo 24.2 b) de la Ley, es decir aquellos que admiten
cualquier documento dirigido a cualquier érgano o entidad del 4mbito de la
Administracién titular del registro, el plazo se computa desde el momento en
que el escrito o solicitud tiene entrada en el registro del destinatario.

En el primer caso presentacién y entrada en el registro del 6rgano compe-
tente ¢ inicio del cémputo de los plazos coinciden, mientras que en segundo la
entrada en el érgano destinatario se efectuard por remisién del registro en el
que se presentd el documento, de forma que ambas acciones quedan disociadas
en el tiempo.

No obstante, tanto en un caso como en el otro es necesario que la fecha
efectiva de inicio del cdémputo de los plazos sea comunicada a quien presentd
el escrito, solicitud o comunicacidn, tal y como indica el articulo 26.4 de la Ley
de acceso electrénico de los ciudadanos a los servicios publicos, ya que aunque
en el primer caso resulta sencillo de conocer para el administrado la fecha de
inicio del cémputo (presentacién de su escrito), sin embargo ello presupone
que el administrado tiene conocimiento del tipo de registro en que presenta
solicitud, conoce las normas especificas de presentacién en dia inhdbil, etc.,
circunstancias todas ellas no exigibles a los administrados. Por esta razén la Ley
impone en todo caso la obligacién a la Administracién de comunicar estos
extremos a los interesados. En este sentido, cabe senalar que la obligacién im-
puesta por la Ley 11/2007 de 22 de junio en el articulo 26.4 es mucho mds

¥ Cuando la solicitud de iniciacién del procedimiento haya sido presentada en una oficina de registro del
érgano competente para su tramitacién cuya lejanfa geogrdfica de la unidad a la que corresponda emitir
la comunicacién u otras circunstancias similares dificulten el cumplimiento del plazo de diez dias para
emitir aquéllas, la oficina de registro adelantard el contenido de la solicitud y su fecha de entrada a la
mencionada unidad, utilizando los medios electrénicos, informdticos o telemdticos a su alcance, sin per-
juicio de que con posterioridad se remita, por el medio habitual y en su integridad, la documentacién
presentada por el interesado.
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garantista que la que se deduce el articulo 42.4 de la Ley 30/92, puesto que la
primera hace referencia espresamente a la informacién que debe suministrarse
al interesado sobre el inicio del cémputo de los plazos, en tanto que la segunda
tinicamente sefiala que la comunicacién indicard la fecha en que la solicitud ha
sido recibida por el 6rgano competente, lo que obliga a ponerla en relacién con
el articulo 43.3 b) para interpretar que esta es la fecha de inicio del cémputo
de los plazos, circunstancia que si no se indica expresamente puede desorientar
o no resultar clarificadora y relevante para el receptor de la comunicacién.

Si que es cierto que en el caso de los registros de acceso restringido, la
coincidencia entre presentacion y entrada en el registro e inicio del cémputo
del plazo para resolver (aun cuando quede diferida al dfa siguiente hdbil en los
casos de presentacién en dia inhdbil) permitirfa automatizar esta obligacién de
la Administracién, pues este extremo podria quedar reflejado en el recibo emi-
tido automdticamente por el registro electrénico al que se refiere el articulo
25.3 de la Ley de acceso electrénico de los ciudadanos a los servicios publicos,
y que segtin indica dicho precepto, consistird en una copia autenticada del es-
crito, solicitud o comunicacién de que se trate, incluyendo la fecha y hora de
presentacion y el nimero de entrada en el registro. Por otro lado, al tratarse de
documentos electrénicos normalizados, perfectamente conocidos y clasifica-
dos por la Administracién, tampoco existirfa problema para que en este mismo
recibo se especificaran otras cuestiones, como los efectos del silencio adminis-
trativo, informacién a la que no alude el articulo 26.4 de la Ley sobre Admi-
nistracién electrénica, pero que deben ser igualmente informados por aplica-
cién del articulo 42.4 de la Ley 30/92, de aplicacién en todo caso, con
independencia del tipo de procedimiento de que se trate y del registro en el que
se haya presentado la solicitud o instancia que constituye la iniciacién del mis-
mo. Hay que tener en cuenta que ni la Ley 30/92, ni la Ley 11/2007 de 22 de
junio precisan cual haya de ser el érgano competente para efectuar la comuni-
cacién. La Orden de 14 de abril de 1999 si hace referencia a esta cuestién se-
fialando que en el caso de la Administracién General del Estado se emitird por
la unidad que determine, de entre las que tenga adscritas, el érgano adminis-
trativo competente para la instruccién del procedimiento de que se trate de
forma que podrd ser el mismo que haya de tramitar la solicitud, o la propia
oficina de registro a través de un procedimiento automatizado como propone-
mos en el presente caso.

Asi pues, la comunicacién se configura como una obligacién a cumplir de
oficio por la Administracién en todo tipo de procedimientos. Su importancia
es notoria ya que los interesados podrdn computar el plazo para entender pro-
ducido el silencio o la caducidad de los procedimientos con arreglo a la fecha
que en ella conste, atendiendo al plazo mdximo para resolver que se considere
aplicable a ese procedimiento y al sentido del silencio que tenga asignado.

Nada dice la Ley (ni la de procedimiento administrativo, ni la Ley de ac-
ceso electrénico de los ciudadanos a los servicios publicos) del valor de la co-
municacién, ni a efectos informativos ni probatorios, ni tampoco sobre qué
ocurrird en el supuesto de que no se realice la comunicacién o esta sea incorrec-
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ta o incompleta, aunque éstos si son extremos sobre los que se ha pronunciado
la jurisprudencia. Asi por ejemplo la STC 14/2006 de 16 de enero, con cita
entre otras de la STS de 23 de enero de 2004, pone de manifiesto que en tanto
las Administraciones publicas no informen a los interesados de los extremos a
que se refiere el articulo 42.4.2 de la LRJ-PAC, los plazos para la interposicién
de los recursos no empiezan a correr.

A estos mismos efectos, la Ley impone también a la Administracién la
obligacién de comunicar a los interesados las sucesivas variaciones que se vayan
produciendo a lo largo de la tramitacién del correspondiente procedimiento
administrativo. Asf el articulo 42.5 de la Ley 30/92 establece los supuestos en
que el plazo médximo para resolver y notificar la resolucién se podrd suspender,
indicando en los supuestos contemplados en los apartados a) y b) que dicha
suspension deberd ser comunicada a los interesados. Por su parte, el articulo
42.6 de la misma Ley referente a la ampliacién del plazo de resolucién indica
igualmente que el acuerdo que resuelva sobre la ampliacién de plazos deberd
ser notificado a los interesados.

Estarfamos hablando en todo caso del necesario cumplimiento de un trd-
mite por parte de la Administracién, consistente en la emisién de una comu-
nicacién con determinados aspectos relevantes para el administrado que debe
efectuarse a través del cauce de la notificacidn, electrdnica o no, por lo que en
el caso de que se opte por la primera de ellas, su régimen juridico queda remi-
tido a lo que hemos senalado sobre este tipo de notificaciones.

2.4. El empleo indebido de la notificacion electrénica: consecuencias en relacion
con el cumplimiento de la obligacién de resolver

Para entender que la Administracién ha cumplido con su obligacién de
resolver y notificar basta con la puesta a disposicién en plazo por medios elec-
trénicos del acto objeto de notificacién, con independencia del acceso al mis-
mo por parte del destinatario o no.

Ahora bien, debe entenderse que estas conclusiones sélo resultan aplica-
bles desde la ptica del cumplimiento de un requisito, y es que el interesado
haya consentido o solicitado la utilizacién de este medio de notificacién (o
bien que los interesados se encuentren en alguno de los supuestos del articulo
27.6 de la Ley 30/92), pues en otro caso la puesta a disposicién del acto objeto
de la notificacién por via de la notificacién electrénica no evitard la produccién
del silencio administrativo o la caducidad, si esta notificacién no complementa
la notificacién efectuada por otros medios al destinatario.

El empleo indebido de la notificacién electrénica origina un problema
que sdlo se plantea con esta forma de notificacién, en la medida en que com-
porta una carga para el administrado que requiere de su previa aceptacién, y
que no se plantea con otros medios de notificacién que de conformidad con lo
dispuesto en el articulo 59.1 y 2 de la Ley 30/92, pueden utilizarse de manera
alternativa por la Administracién y donde la voluntad del interesado indica la
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preferencia del interesado para ser notificado, y sirve como pardmetro de refe-
rencia para la Administracién, pero no impide que ésta pueda utilizar otros
medios de notificacién, ni notificar en un lugar distinto si no fuera posible
notificar en el lugar sefialado a estos efectos. Podria entenderse también que la
notificacién electrénica es un medio de notificacién que puede emplearse por
aplicacién del articulo 59.2 de la Ley 30/92 cuando no fuera posible practicar
la notificacién en el lugar sefalado a tal efecto en la solicitud, en cuyo caso la
notificacién se practicard en cualquier lugar adecuado a tal fin, y por cualquier
medio que permita tener constancia de la recepcidn, la fecha, la identidad y el
contenido del acto notificado. Sin embargo entiendo que el contenido de di-
cho articulo se refiere al lugar en cuanto lugar fisico y no virtual, lo que corro-
bora ademds el hecho de que para poder efectuar la notificacién electrénica sea
necesario que el interesado haya consentido su utilizacién en los términos que
hemos visto.

Asi pues, ;qué ocurre si se notifica sin consentimiento por medios electré-
nicos? Esto genera dos tipos de situaciones:

— Dara el administrado que al no haber sido notificado de otra forma
entenderd operado el silencio administrativo o la caducidad del proce-
dimiento segun los casos como veremos a continuacién.

— Para la Administracién que ha resuelto y notificado, aunque no en la
forma debida. Y la situacién se agrava cuando el silencio administrati-
vo tiene efectos positivos o estimatorios y genera un verdadero acto
administrativo del que la Administracién sélo puede desvincularse a
través del procedimiento de revisién de oficio y la resolucién expresa
de la Administracién se ha producido en sentido contrario ;Qué debe
prevalecer?

En mi opinién ha de entenderse que la forma de notificacién por medios
electrénicos estd vinculada a la aceptacidn, solicitud o consentimiento expreso
por parte del interesado en los términos que hemos visto mds atrds, de mane-
ra que si éste no se ha producido, la obligacién de resolver y notificar no se
entenderd cumplida hasta que no se produzca la notificacién a través de un
medio de los que senala el articulo 59.1 de la Ley 30/92 y en un lugar fisico y
no virtual. O lo que es lo mismo, el empleo indebido de la notificacién elec-
trénica, cuando no hay consentimiento por parte del administrado, no puede
producir el efecto de entender cumplida la obligacién de resolver y notificar
en plazo. La notificacién electrénica requiere una actividad de comprobacién
y una carga para el interesado que sélo le resultard exigible si expresamente ha
consentido o solicitado el empleo de medios electrénicos en las notificaciones
como asi recoge el articulo 28 de la Ley 11/2007 de 22 de junio. Y en todo
caso, en los supuestos de un uso indebido de la notificacién electrénica, en
que el interesado no ha manifestado su voluntad de recibir por este sistema las
comunicaciones y notificaciones de la Administracién, no deben producir
efectos negativos para el interesado afectado, de forma que no debe entender-
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se rechazada la notificacidn, sino que la Administracién en este caso, una vez
constatada la falta de acceso a la notificacién en el plazo de 10 dias desde la
puesta a disposicién de la misma, deberd proceder a notificar por otras vias,
haciendo uso del medio preferente de notificacién que haya manifestado el
interesado.

Cabe hacer sin embargo una salvedad que se plantea cuando a pesar de no
haber aceptado el empleo de la notificacién electrénica el interesado accede al
contenido de la misma aunque haya sido indebidamente utilizada por la Ad-
ministracién. ;Qué efectos cabria otorgar a dicho acceso, y sobre todo cabria
convalidar la actuacién de la Administracién y entender cumplida su obliga-
cién de resolver y notificar cuando dicha notificacién se hubiera efectuado
dentro del plazo establecido a tal efecto?

La legislacién sobre Administracién electrénica no contempla expresa-
mente este supuesto. Podrfa aplicarse el régimen de las notificaciones defectuo-
sas previsto en la Ley 30/92, y entender que la notificacién se «convalida» en la
fecha en que el interesado accede a la notificacién electrénica, y asi le consta a
la Administracidn, circunstancia parangonable a la exigencia prevista en el ar-
ticulo 58.2 de la citada Ley que requiere para que la notificacién defectuosa
produzca efectos que el interesado realice actuaciones que suponen el conoci-
miento del contenido y alcance de la resolucién o acto objeto de la notificacién
o interponga el recurso que proceda. Pero el articulo 58.3 prevé éste efecto
tinicamente cuando la notificacién adolece de su contenido minimo no para
los supuestos de empleo indebido de la notificacién.

En mi opinién, aunque el articulo 58.3 de la Ley 30/92 recoge un princi-
pio que podria extrapolarse sin dificultad al supuesto de las notificaciones elec-
trénicas indebidas, y es entender convalidada la notificacién cuando exista
certeza de que el interesado conoce al menos el texto integro de la resolucién,
existen sin embargo ciertas razones que descartan esta posibilidad en el 4émbito
de la notificacién electrénica. En primer lugar la falta de previsién expresa en
la legislacién especifica, lo que unido al cardcter ciertamente novedoso de este
tipo de notificaciones hace aconsejable incrementar las garantias a favor de los
administrados. Y en segundo lugar, porque esta interpretacién comportaria
bien entender que la notificacién electrénica indebida supone el cumplimiento
de la obligacién de resolver y notificar dentro del plazo mdximo de duracién de
los procedimientos, lo que impedirfa la produccién del silencio administrativo
y también de la caducidad de los mismos con independencia del posterior ac-
ceso a la notificacién por parte del interesado, o bien supeditar dicho cumpli-
miento de la obligacién de resolver, y por tanto los efectos derivados de su in-
cumplimiento (caducidad y silencio administrativo) al eventual acceso del
interesado a la notificacién electrénica en un momento posterior, lo que es de
todo punto inaceptable.

Todas estas circunstancias hacen aconsejable equiparar las notificaciones
electrénicas indebidamente utilizadas a la ausencia de notificacién en plazo y
entender que en tales casos lo que se produce es un incumplimiento de la obli-
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gacién de resolver y notificar con los efectos que ello conlleva, en definitiva el
silencio administrativo y la caducidad de los procedimientos.

III. EL INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACION DE RESOLVER Y
NOTIFICAR: LA AUSENCIA DE NOTIFICACION ELECTRONICA
EN PLAZO Y LA NOTIFICACION ELECTRONICA INDEBIDA.
EFECTOS: EL SILENCIO ADMINISTRATIVO Y LA CADUCIDAD
DE LOS PROCEDIMIENTOS

Cuando el interesado ha elegido la notificacién electrénica, debe enten-
derse que el incumplimiento de la obligacién de resolver se produce una vez
transcurrido el plazo de tiempo sin que la Administracién haya puesto a dispo-
sicién del interesado la notificacién administrativa, pero también puede darse
esta misma circunstancia cuando habiéndose producido la notificacién elec-
trénica ésta haya sido indebidamente empleada por la Administracién en los
términos que hemos expuesto anteriormente. A partir de aqui, se producen los
efectos derivados de la falta de resolucién administrativa, que dependerdn una
vez mds de la forma de iniciacién del procedimiento y del objeto del mismo.
Estamos hablando del régimen del silencio administrativo y de la caducidad de
los procedimientos.

3.1. Elsilencio administrativo en los procedimientos iniciados a instancia
de parte: sentido y efectos

La Ley 30/92% instaura el principio del silencio administrativo positivo,
salvo que una norma con rango de Ley” o norma de Derecho Comunitario
Europeo establezca lo contrario. La Ley exige, por tanto, de una norma con
rango de Ley para otorgar a la inactividad de la administracién efectos desesti-
matorios de la pretensién del interesado®.

2!

3

En la redaccién dada por la modificacién de la Ley 4/99.
¥ El propio art. 43.2 de la Ley 30/92 exceptda una serie de supuestos a la regla general del silencio admi-
nistrativo positivo. Asf se refiere a los procedimientos de ejercicio del derecho de peticién a que alude el
art. 29 de la Constitucién, aquellos cuya estimacién tuviera como consecuencia que se transfirieran al
solicitante o a terceros facultades relativas al dominio publico o al servicio publico, asf como, por lo que
a nosotros nos interesa, los procedimientos de impugnacién de actos y disposiciones en los que el silencio
tendrd efecto desestimatorio, salvo en el caso del planteamiento del recurso de alzada, si éste se ha inter-
puesto contra la desestimacién por silencio administrativo de una solicitud, en cuyo caso se entenderd
estimado el mismo si llegado el plazo de resolucién, el érgano administrativo competente no dictase re-
solucién expresa sobre el mismo.

3

% La regulacién establecida en la redaccién originaria de la Ley 30/1992 remitfa genéricamente a la norma-

tiva que resultara de aplicacién para atribuir efectos estimatorios o desestimatorios al silencio administra-
tivo, lo que habilitaba a las normas de cardcter reglamentario para determinar estas importantes conse-
cuencias procedimentales. Esta posibilidad de utilizacién de normas reglamentarias tnicamente cedfa en
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La regla general es, el sentido positivo del silencio y sélo por Ley podrd
alterarse el cardcter estimatorio del mismo?®'. La determinacién del 4mbito
del silencio positivo se hace a través de la afirmacién de su cardcter general y
de la enunciacién de unas excepciones en que el silencio tendrd un efecto
desestimatorio®.

La Ley entiende que la estimacién por silencio de la pretensién del intere-
sado tiene a todos los efectos la consideracién de acto administrativo finaliza-
dor del procedimiento. En este caso la obligacién de dictar resolucién expresa
por parte de la Administracién no cede, pero ésta sélo podrd dictarse de ser
confirmatoria del mismo, de conformidad con lo establecido en el art. 43.4 a)
de la Ley 30/1992. De esta manera, el silencio administrativo produce un acto
que sélo puede ser revisado a través de los medios impugnatorios previstos para
los actos administrativos en general.

En cambio, la desestimacién por silencio administrativo no origina un
acto administrativo, sino que sus dnicos efectos son los de permitir a los inte-
resados la interposicién del recurso que resulte procedente, sin que en este
caso, la Administracién quede vinculada por el efecto del silencio en caso de
que decida resolver de manera expresa. El silencio administrativo negativo es,
pues, y solamente, una simple ficcién legal de efectos estrictamente procesa-
les, limitado tinicamente a abrir la via del recurso®. Asi lo demuestra el art.
43.4 b) de la Ley 30/92 que senala que «En los casos de desestimacién por
silencio administrativo, la resolucién expresa posterior al vencimiento del pla-
zo se adoptard por la Administracién sin vinculacién alguna al sentido del
silencion.

De esta manera la inexistencia de acto administrativo conlleva la posibili-
dad de la Administracién de dictar posteriormente un acto administrativo des-
vinculado del sentido del silencio atribuido a la inactividad de la Administra-

el supuesto de que existiera reserva de Ley por razén de la materia. En este sentido puede resultar relevan-
te la sentencia del Tribunal Supremo de 22 de enero de 1998 que resuelve sobre la impugnacién del Real
Decreto 1778/1994 de 5 de agosto, por el que se adecuan a la Ley 30/1992 de 26 de noviembre las nor-
mas reguladoras de los procedimientos de otorgamiento, modificacién y extincién de autorizaciones, por
entender que dicho precepto es contrario a los articulos 42 y 43 de la Ley de Régimen Juridico de las

Administraciones Publicas y Procedimiento Administrativo Comn.
3

La Ley, en garantia de la certeza en la situacién del administrado, no condiciona en ningin momento
el efecto estimatorio del silencio a la conformidad al ordenamiento juridico de lo solicitado, sino que
el silencio positivo actta por el simple transcurso del tiempo, sin mds requisitos. Es ésta la tinica ma-
nera de otorgar al acto presunto verdadera virtualidad como acto administrativo expreso, ya que de
otro modo se producirfa una absoluta inseguridad juridica, al creer el administrado haber conseguido
algo que después no existe. De acuerdo con el régimen previsto, en caso de que el acto administrativo
sea disconforme con el ordenamiento juridico, existirdn otros mecanismos juridicos como la revisién
de oficio del acto administrativo adecuados para eliminar un acto nulo siguiendo un procedimiento

establecido a tal efecto.
3.

<]

Por otra parte, no se alteran los efectos del silencio a que se refiere al articulo 102.4 (silencio negativo),
111.3 (positivo) y 119.3 (negativo) ni tampoco el previsto en otros articulos como los que siguen: 124.2,
125.2, 142.7, 143.3), todos ellos de la Ley 30/92.

# Véase la STC 14/2006 de 16 de enero.
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cién. En caso de desestimacién por silencio administrativo, ésta no origina un
acto administrativo, sino que sus tinicos efectos son los de permitir a los inte-
resados la interposicién del recurso que resulte procedente, sin que en este
caso, la Administracién quede vinculada por el efecto del silencio en caso de
que decida resolver de manera expresa®.

3.2. Procedimientos iniciados de oficio: silencio y caducidad de los mismos

En los procedimientos iniciados de oficio se introduce la figura del silen-
cio administrativo negativo en determinados procedimientos iniciados de ofi-
cio (procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su
caso, la constitucién de derechos u otras situaciones juridicas individualiza-
das), y se aplica la caducidad a los casos de inactividad de la Administracién en
procedimientos iniciados de oficio en los que se ejerciten potestades sanciona-
doras, o en general de intervencidn, susceptibles de producir efectos desfavora-
bles o de gravamen. De esta manera, en los procedimientos iniciados de oficio,
el vencimiento del plazo mdximo establecido sin que se haya dictado y notifi-
cado resolucién expresa no exime a la Administracién del cumplimiento de la
obligacién legal de resolver bien declarando la caducidad del procedimiento,
bien dictando una resolucién sobre el fondo en el caso de procedimientos fa-
vorables para los interesados.

La caducidad se aplica a aquellos procedimientos en que la Administra-
cidn ejercite potestades sancionadoras o de intervencion susceptibles de produ-
cir efectos desfavorables o de gravamen en los interesados, tras vencer el plazo
mdximo para resolver y notificar. Parece que en tales casos los interesados pue-
den entender caducado el procedimiento sin necesidad de esperar a la declara-
cién formal de caducidad, declaracién que habrd de producirse siempre y, en
todo caso, ordenando el archivo de las actuaciones.

Pero un procedimiento administrativo iniciado de oficio puede afectar a
distintos interesados con pretensiones no sélo diferentes, sino en ocasiones
contrapuestas. Asf en estos procedimientos puede haber otros interesados que
no estén en la situacién de reconocimiento de derechos y a los que serd de
aplicacién la declaraciéon de caducidad. Por estas razones quizds hubiera sido
conveniente generalizar la caducidad en el caso de procedimientos iniciados de
oficio y no resueltos y notificados en plazo.

% En ambos casos, el efecto se produce automdticamente sin necesidad de solicitar certificacién adminis-
trativa, de manera que ésta ya no actia como requisito para entender producido el acto, sino como un
medio de prueba para hacer valer los efectos del silencio administrativo ante terceros. La certificacién del
acto administrativo ya no es condicién de eficacia, sino que tratdndose de silencio administrativo posi-
tivo, la eficacia del acto administrativo sigue la regla general de produccién de efectos desde el venci-
miento del plazo méximo en el que debe dictarse y notificarse la resolucién expresa sin que la misma se

haya producido.
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